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ASUNTO:
LEY 1150 DE 2007.  APLICACIÓN INMEDIATA – MULTAS.
En mi condición de Director Técnico Legal del Instituto de Desarrollo Urbano – IDU, y en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 17 de la Resolución 013 de 2005 y por el artículo 2º de la Resolución 5449 de 2006, modificatoria de la Resolución 1705 del 19 de abril de 2006, me permito proveer la presente instrucción jurídica sobre el asunto de la referencia, en los siguientes términos: 

La ley 1150 del 16 de julio de 2007, “Por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la transparencia en la ley 80 de 1993 y se dictan otras disposiciones generales sobre la contratación con recursos públicos”, dispuso en su artículo 17 lo siguiente:   

“Artículo 17. Del derecho al debido proceso. El debido proceso será un principio rector en materia sancionatoria de las actuaciones contractuales.

En desarrollo de lo anterior y del deber de control y vigilancia sobre los contratos que corresponde a las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, tendrán la facultad de imponer las multas que hayan sido pactadas con el objeto de conminar al contratista a cumplir con sus obligaciones. Esta decisión deberá estar precedida de audiencia del afectado que deberá tener un procedimiento mínimo que garantice el derecho al debido proceso del contratista y procede sólo mientras se halle pendiente la ejecución de las obligaciones a cargo del contratista. Así mismo podrán declarar el incumplimiento con el propósito de hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria incluida en el contrato.

Parágrafo. La cláusula penal y las multas así impuestas, se harán efectivas directamente por las entidades estatales, pudiendo acudir para el efecto entre otros a los mecanismos de compensación de las sumas adeudadas al contratista, cobro de la garantía, o a cualquier otro medio para obtener el pago, incluyendo el de la jurisdicción coactiva. 

Parágrafo transitorio. Las facultades previstas en este artículo se entienden atribuidas respecto de las cláusulas de multas o cláusula penal pecuniaria pactadas en los contratos celebrados con anterioridad a la expedición de esta ley y en los que por autonomía de la voluntad de las partes se hubiese previsto la competencia de las entidades estatales para imponerlas y hacerlas efectivas.”

De conformidad con lo establecido en la reforma, queda claro que las multas pactadas en los contratos estatales tienen una finalidad especifica de conminar o apremiar al contratista para que cumpla con las obligaciones pactadas en éstos; por lo tanto, una vez que se haya subsanado el incumplimiento, ya sea directamente por el contratista o por otras circunstancias, no procede la imposición de la multa por parte del ente estatal contratante.  Así las cosas, en caso de haberse iniciado el procedimiento de multa no se expedirá el acto administrativo, o que una vez impuesta ésta, sino se encuentra en firme la resolución, deberá revocarse. 
Por otro lado, el artículo 33 de la mencionada reforma dispuso, respecto a la vigencia de la misma, lo siguiente:  

“Artículo 33. Vigencia. La presente ley empieza a regir seis (6) meses  después de su promulgación, con excepción del artículo 6° que entrará  a regir a los dieciocho (18) meses de su promulgación. Parágrafo 1°. En tanto no entre en vigor el artículo 6° de la presente  ley las entidades podrán verificar la información de los proponentes a  que se refiere el numeral 1 del artículo 5° de la presente ley. Parágrafo 2°. Los artículos 9° y 17 entrarán a regir una vez se promulgue la presente ley.”.

En materia de normas de carácter  procesal, contrario a  la regla general,  su aplicación en el tiempo es inmediata, debido al carácter público de la misma, y  rige los asuntos que se han iniciado bajo la vigencia de la ley anterior. 

Lo expuesto, tal y como se encuentra dispuesto en el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, así:

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deban empezar a regir. Pero los términos que hubieren empezado a correr, y las actuaciones y diligencias que ya estuviesen iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación”. (Negrilla fuera de texto).

Conforme a lo antes trascrito, el artículo 17 de la mencionada norma tendrá efectos inmediatos por ser de índole procedimental, otorgándole así competencia a la Administración de expedir el acto administrativo que imponga la multa, con sujeción a las normas procesales que estableció la Ley 1150 de 2007, las disposiciones anteriores que no le contravengan, y aquellas que a futuro la desarrollen.
Por otro lado, desde el punto de vista sustancial de la reforma, el legislador otorgó el carácter conminatorio a las multas pactadas de común acuerdo en los contratos estatales que, ante la vigencia inmediata de la misma, tiene un carácter “retroactivo”, es decir,  afecta situaciones jurídicas consolidadas,  anteriores a su promulgación. 
En este sentido la Corte Constitucional en Sentencia del 14 de 2001, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, Sentencia C-619/01, señalo que:
 “Dado que el proceso es una situación jurídica en curso, las leyes sobre ritualidad de los procedimientos son de aplicación general inmediata. Todo proceso debe ser considerado como una serie de actos procesales concatenados cuyo objetivo final es la definición de una situación jurídica a través de una sentencia. Por ello, en sí mismo no se erige como una situación consolidada sino como una situación en curso.  Por lo tanto, las nuevas disposiciones instrumentales se aplican a los procesos en trámite tan pronto entran en vigencia, sin perjuicio de que aquellos actos procesales que ya se han cumplido de conformidad con la ley antigua, sean respetados y queden en firme.”.

Por otro lado, el artículo 38 de la Ley 153 de 1887 establece que a todo contrato se entiende incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración, sin embargo, y como ya se indicó, frente a la aplicación de las normas procesales en el tiempo, esta es inmediata por su carácter público, por lo tanto,  igualmente se entenderá incorporada a los acuerdo de voluntades en curso. 
Como quiera que, tal y como ya se expuso, la reforma introducida con la ley 1150 de 2007, y específicamente en el tema de multas que nos ocupa, se entiende, desde el momento de su promulgación,  ínsita en los contratos que se encontraban en curso, se hace innecesario suscribir un otrosí para este fin.

No obstante lo anterior, las áreas coordinadoras de los contratos suscritos por el IDU, donde se hayan estipulado cláusulas de imposición de multas, si consideran necesario introducir alguna modificación a fin de adecuar el procedimiento pactado a la norma sobreviviente, deberán adelantar los trámites pertinentes para suscribir el otrosì que la contenga. 
Cordialmente,
INOCENCIO MELÉNDEZ JULIO
Director Técnico Legal
Proyectó: Ángela María Cuéllar  Durán.  Abogada Dirección Técnica Legal.
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